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FEDERACIÓN URUGUAYA DEL MAGISTERIO 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 3 de octubre de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala y José Luis Blasina. 
ASISTEN: — Señor Representante José Carlos Cardoso. 


INVITADOS: Por la Federación Uruguaya del Magisterio, maestra Teresita Capurro, Secretaria General; 
señora Daisy Iglesias, Secretaria de Presupuestos; señores Gustavo Macedo, Secretario 
Jurídico; Fernando Pereira, Representante del PIT-CNT y Jorge Bertolino, Representante de 
CSsCU. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Damos la bienvenida a la Federación Uruguaya de Magisterio. 
SEÑORA CAPURRO.- Estábamos esperando este momento. 


Ustedes saben que el Magisterio Nacional y los trabajadores de la enseñanza en general en los próximos 
meses van a recibir el impacto de lo que fue la aprobación de la ley de jubilaciones, en la cual un porcentaje 
altísimo de compañeros queda entrampado. Y el que hoy gana $ 10.000, se va a jubilar con $ 5.000. Estamos 
hablando de números aproximados. Entonces, los impactos de esta ley que vamos a sentir a partir del 29 de 
febrero van a colocar a alrededor de mil trescientos compañeros en Primaria para no hablar de los 
Desconcentrados en el cese, como lo indica la norma. Nosotros, con treinta y cinco años de servicio, somos 
cesados. Este es el primer contingente de compañeros que va sufrir ese impacto de la nueva ley jubilatoria. 


Nuestra Federación y nuestras filiales, que sabemos que han hecho llegar distintas inquietudes a esta 
Comisión y a otros actores políticos y representantes del BPS, resolvieron en Mesa Federal, que es el 
organismo que orienta al Ejecutivo y toma las resoluciones, que la direccionalidad de nuestro trabajo y de 
nuestras acciones va a estar dirigida a que se modifique el sistema jubilatorio. La primera reivindicación que 
nosotros hacemos es la modificación de la ley. La pregunta, para que después ustedes puedan expresarlo 
cuando lo crean conveniente, es si este Cuerpo tiene previsto algo al respecto. 


Como primer punto queremos sacar la ley o reformular el sistema jubilatorio. Todos sabemos que hasta 
diciembre de 1996 nuestros compañeros se jubilaban por el Acto No. 9. Eso hace una diferencia sustancial en 


el resultado de la jubilación. No es lo mismo retirarse con un 50%, que retirarse con un 80%. Entonces, el 
segundo punto de acción para la Federación y todas las cartas y reclamos que hemos recibido de las treinta 
filiales que tenemos tienen que ver con que esta franja de la llamada ley de transición, de alguna manera, 
contemple a estos compañeros por el Acto No. 9. 


El año pasado se formó una comisión de trabajo a nivel del CODICEN y de los Consejos Desconcentrados 
donde se formó el equipo de trabajo para tratar el tema jubilación. De ese tema surgió algún proyecto que 
luego el CODICEN desechó. Nosotros hablamos de esto en el Consejo de Salarios, sobre todo en lo que tiene 
que ver con el proceso de Rendición de Cuentas. Esto no caminó, por decirlo de alguna manera, pero en la 
misma resolución el CODICEN detiene una propuesta jubilatoria que tiene que ver con incentivos para esta 
franja de maestros, que van a padecer de una jubilación a partir de febrero de 2008 y en los próximos años si 
no hay cambio. En ese mismo acto administrativo el CODICEN, si bien dice "no", manda una nota al 
Ministerio de Educación y Cultura planteándole la inquietud de lo que es un incentivo jubilatorio. 


Nosotros con este último tema tenemos algunas reservas, porque estaríamos entrampando el futuro de 
muchísimos compañeros, ya que por arreglar este tema de la franja que está en la ley de transición, estamos 
comprometiendo la jubilación de las nuevas generaciones de compañeros que hoy ingresan al sistema 
educativo y que por treinta y cinco años van a estar allí. 


¿Qué es lo que nosotros estamos pretendiendo? Una suerte de alternativa en el mientras tanto, para no 
comprometer ese futuro. Que queden claros los tres puntos: cambiar el sistema jubilatorio, el Acto No. 9 y el 
tema del CODICEN que pasó al Ministerio de Educación y Cultura; qué alternativa podemos construir en el 
país del mientras tanto si no aparece una reformulación de la ley de jubilaciones. Nosotros hoy tenemos la 
responsabilidad como Federación de mirar por los compañeros que van a sufrir este impacto hoy, ahora, pero 
también de mirar por las generaciones que vienen. Entonces, nosotros hemos hecho distintos recorridos que 
iniciamos el año pasado con Secretarios de la Presidencia de la República, Directores del BPS, representantes 
de los trabajadores en el BPS, la semana pasada con el Vicepresidente de la República. Y como ha resuelto 
nuestra Federación, empezamos el circuito de nuevo, porque la respuesta de los actores políticos y de los 
integrantes de los organismos que tienen posibilidades de cambiar esta situación, o por lo menos de poner 
una alternativa, ha sido "no". Entonces, nos dirigimos a esta Comisión para ver si a partir de ahora podemos 
analizar y buscar una vía de salida que será paliativa en algún momento, porque no queremos comprometer, 
reitero, a las generaciones siguientes de docentes. Digo docentes por una cuestión de vicio en el lenguaje, 
pero nosotros tenemos también un serio problema con los compañeros funcionarios administrativos y 
auxiliares de servicio, que tienen salarios mucho más deprimidos y, por lo tanto, no queremos ni decir cuál 
será su jubilación, ya que resulta hasta embarazoso. 


Entonces, el primer planteo de la Federación es cambiar el sistema. 


El segundo planteo refiere a buscar una alternativa entre el Acto N* 9 y lo que puede ser un sistema de 
incentivo. 


Como información, voy a dar un dato que no es menor. Todos los años se produce un fondo por inasistencia 
en el CODICEN, al cual este le pueda dar el destino que quiera. Lo doy como dato porque nosotros 
concretamente no estamos haciendo una propuesta. Sí queremos una salida que permita a los compañeros de 
hoy y de los próximos años no irse con el 50%, después de haber dejado 35 años en la educación pública, 
pero también estamos pensando en una solución de fondo. Para nosotros, esa solución de fondo es cambiar el 
sistema. 


SEÑOR MACEDO.- Nosotros hemos estado trabajando sobre este tema a partir de la aprobación de la 
ley, cuando desde el PIT—CNT se planteaba que esta ley no fuera aprobada en el Parlamento. Hoy la 
realidad indica por lo menos, en un análisis muy personal que la nueva ley de jubilaciones es funcional 
a cualquier gobierno, no importa de qué color sea, porque extiende el período de trabajo y baja los 
montos jubilatorios. Para un banco, sin duda eso tiene mucho que ver con quien está participando, 
porque quien iba a tener provecho de ese banco en treinta años, ahora lo va a hacer en treinta y cinco 
y, además, se le rebaja sustancialmente el monto jubilatorio. 


Vamos a dar un solo ejemplo en el caso de Magisterio. Magisterio tenía y tiene todavía por los decretos 
algunas cuestiones diferentes al resto de los funcionarios. La antigua ley planteaba que a los veinticinco años 


de trabajo un maestro se podía jubilar con el 70% del salario, por el promedio de los últimos tres años. En la 
actualidad, los muchachos se reciben con un promedio de veintidós años, por lo que estamos hablando de que 
una persona tiene que cumplir treinta años de trabajo y cincuenta años de edad, a partir de las modificaciones, 
para poder jubilarse. O sea que con treinta años de trabajo aumentó cinco años más el derecho que tenía a 
jubilarse y el porcentaje de jubilación es el 52,5%. Por lo tanto, sustancialmente ese 70% que tenía a los 
veinticinco pasa a un 52,5% y además debe esperar cinco años más para poder jubilarse. Esto ha generado 
inconvenientes de todo tipo. Conocemos la realidad. Sabemos que no somos los únicos que padecemos estas 
cuestiones. Por lo tanto, desde la Federación, el planteo es la derogación de la ley y buscar un camino mejor 
para los trabajadores. En tanto esto no ocurra, se generarán otros caminos alternativos, sabiendo que esto no 
tiene que ver con el Parlamento, sino con la potestad del Poder Ejecutivo de enviar los mensajes para 
modificar. En ese marco se han generado situaciones donde los maestros más viejos son un número que 
triplica a los maestros más jóvenes. Nosotros tenemos un sistema de grado que va del primero al séptimo. 
Los maestros en el séptimo grado hoy son alrededor de tres mil o tres mil quinientos, y en el primer grado 
estamos hablando de un número que no llega a los dos mil maestros. Entonces, el maestro permanece más 
tiempo en el sistema, a los efectos de mejorar un poco más ese 52,5%, que sería en promedio la base 
jubilatoria. 


Esto tiene sus inconvenientes y, además, como lo decía hoy la señora Capurro, a partir de la potestad que da 
el Estatuto del Docente al CODICEN, aquel maestro que cumple treinta y cinco años de trabajo, de no ser 
imprescindible y debidamente fundamentado, debe ser cesado. Esta es una norma que se está dando. Ocurrió 
el año pasado con circunstancias negativas. Por lo tanto, lo que planifica el CODICEN para este año es no 
cesarlos a medida que van cumpliendo los treinta y cinco años, sino esperar al 28 de febrero del año 
siguiente. Entonces, al 28 de febrero un grupo muy importante de maestros se va a estar retirando de la 
función, con las jubilaciones que hoy estamos marcando que, en el mejor de los casos, llegan a un 70% luego 
de treinta y cinco años de trabajo. 


SEÑORA IGLESIAS.- El año pasado hicimos un cálculo, un juego de números. Un maestro de aula, 
con treinta años de trabajo, tenía como promedio jubilatorio $ 700 más que una pensión a la vejez. 
Trabajó y aportó toda la vida. La situación planteada en relación con algún sistema que permita una 
transitoriedad no soluciona el fondo de problema. Puede solucionar el problema a febrero de 2008, 
pero no es definitivo, porque pasada determinada cantidad de años, la persona, cuando más lo necesita 
si lo precisa en el momento de jubilarse, cinco años después lo sigue necesitando vuelve a una situación 
muy crítica. Por lo tanto, siendo ese un planteo de carácter transitorio y parcial, contemplable como un 
piso de negociación, resulta bastante obvio que para quien trabajó y aportó toda la vida, el sistema 
jubilatorio debería ser diferente. 


Y hay aquí una cuestión bastante cruda. Aquí se está presentando un cuerpo docente que viene a pedir que se 
aplique un Acto que correspondió al período de la dictadura, porque es más favorable que el sistema actual. 
Creo que, unidos a la situación jubilatoria de los maestros, parecen elementos de peso social, político e 
ideológico como para contemplar esta situación. 


Siempre ganamos poco. Seguimos ganando poco. Los cambios en materia salarial han sido parciales. Pero 
además de ganar poco durante toda la vida, cuando te jubilas, tu jubilación no te permite sustentarte. Es una 
situación bastante delicada y afecta a casi mil maestros. Mil maestros de todo el país, identificados con 
nombre y apellido, firmaron una carta pidiendo la modificación del régimen jubilatorio. 


Nosotros entendemos que esto debería tener una solución que no pasara del plazo de febrero de 2008. Lo 
digo porque a febrero de 2008 las palabras sobrarán. Hay mil cuatrocientas personas que se van y se jubilarán 


con estos montos. 


Esa era la contribución para darle a esto el sentido de la urgencia de mil cuatrocientas personas que no saben 
a qué atenerse. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Saludo a la delegación. 


Quiero hacer dos consultas. 


El año pasado presentamos un proyecto de ley que está en esta Comisión, que tendía a abrir un debate sobre 
esta cuestión que plantean los maestros. Teníamos claro que no teníamos iniciativa para modificar la ley 
porque se precisa iniciativa del Poder Ejecutivo. El proyecto de ley fue presentado con este objetivo, es decir, 
poner esto en debate de forma de resolver algo que notoriamente dejó pendiente o resolvió mal la ley de 
1996. 


Llevamos el proyecto a los sindicatos. Estuvimos en ADEMU-Montevideo para explicarlo e inclusive hemos 
salido a varios puntos del país. Hemos encontrado bastante consenso en el sentido de que por allí puede haber 
una solución. No digo que esa sea la solución sino que por ahí se la puede encontrar porque lo que hace el 
proyecto es restituir un sistema de compensaciones de años de trabajo que es la base sobre la que siempre se 
trabajó en el sistema jubilatorio docente. 


Quisiera saber si la Federación analizó el proyecto, si entiende que su discusión es inviable, si busca que el 
Poder Ejecutivo tome iniciativa en el tema. 


Por otra parte, conozco la propuesta del CODICEN. Es una propuesta que he debatido con ellos, inclusive en 
espacios públicos en donde hemos participado en forma conjunta. Se trata de una solución un tanto extraña, 
en parte porque si bien deviene de fondos que el organismo va ahorrando, es una solución jubilatoria 
proveniente de un organismo que no tiene competencia jubilatoria, como la ANEP. En todo caso, es un 
planteo que llamaría de tobogán, es un alargamiento del problema. El problema en vez de impactar en el 
momento jubilatorio, lo hace cinco años después. Cinco años después volveremos a la situación original del 
momento jubilatorio. Entonces, no logro entender cómo un organismo de competencia educativa puede venir 
a atender de forma lateral un tema jubilatorio. No descarto la posición; me resulta totalmente extraño que sea 
por la vía de la ANEP y no por la del Banco de Previsión Social, que es el competente para atender en este 
caso la solución. 


Es decir que por un lado quería conocer su opinión respecto del proyecto y, por el otro, hacer un comentario 
respecto a la solución que el CODICEN ha hecho pública y que yo conocí a través de uno de sus Consejeros 
en oportunidad de participar en un lugar del país al que nos invitaron a hablar del tema. 


SEÑOR MACEDO.- Con respecto al proyecto de ley que plantea el señor Diputado José Carlos 
Cardoso, quiero decir que estuvimos en la presentación. Lo elevamos a las distintas filiales y si bien no 
hay algo totalmente definido, las contestaciones parciales son que se acerca mucho a lo que la 
Federación está pidiendo en cuanto a volver al Acto N* 9. 


Los que hemos estado recorriendo el camino de las jubilaciones, no de ahora sino de hace mucho tiempo, 
hemos encontrado situaciones a tener en cuenta. El Gobierno anterior no tenía pensado analizar cambios en el 
modelo de jubilaciones. En la entrevista que la semana pasada tuvo la Federación con el Vicepresidente Nin 
Novoa, por lo menos en opinión del Vicepresidente, quedó descartada una modificación de la ley y volver al 
Acto N” 9. Por tanto, más allá de los beneficios que plantea el proyecto del Diputado José Carlos Cardoso en 
cuanto a todo un sistema de bonificaciones que reitero que se acercaría mucho a lo que está planteando la 
Federación como solución definitiva tiene un inconveniente que encontramos tanto en el Poder Ejecutivo 
como en el Banco de Previsión Social. Cuando este Banco plantea cómo puede mejorarse el sistema 
jubilatorio docente, hace una pregunta que a todos nos gustaría contestar afirmativamente y es quién pone la 
plata. Cuando uno va al Ministerio de Economía y Finanzas también se encuentra con que el problema está 
en que financiar un nuevo sistema para las jubilaciones docentes no solo trastocaría todo sino que además 
hay un inconveniente de financiamiento. Por otro lado, en el Banco de Previsión Social el planteo venía a 
partir de que hay otros sectores de trabajadores que están más marginados y en todo caso estarían atendiendo 
esa franja, que anda en el entorno de los doscientos cincuenta mil trabajadores con problemas para jubilarse 
como se jubilan los docentes. 


En principio diríamos que el planteo del Diputado tiende a una solución, pero tiene algún inconveniente por 
lo menos por lo que hemos sondeado nosotros desde el punto de vista del Poder Ejecutivo; reiteramos que 
tuvimos una entrevista fresquita con el señor Vicepresidente de la República porque no está pensada una 
modificación en ese marco. 


Con respecto a los incentivos, hemos estado explorando algunos mecanismos de incentivo sobre los cuales la 
Federación Uruguaya de Magisterio no se ha puesto de acuerdo y no ha aceptado ninguno. Simplemente ha 


estado elaborando, trabajando y viendo. 


Como decía Teresita, el planteo es derogar la ley frente a una situación que hoy es de emergencia, urgente y 
generar un espacio en el que se pueda volver al Acto N* 9 para este grupo de más de mil maestros que se 
estarían jubilando el 28 de febrero, y en el marco de los incentivos. Teniendo claro que los recursos de la 
ANEP no están para la previsión social ni para el tema de la jubilación sino para la educación, en principio 
hemos encontrado ecos negativos desde el Poder Ejecutivo en cuanto a estudiar un sistema diferente, y lo 
mismo hemos encontrado en el Banco de Previsión Social en tanto ninguno está dispuesto a poner un peso 
para mejorar la situación de la jubilación docente y no docente. 


Estas son algunas de las cuestiones que nos parece bueno tener sobre la mesa, como el hecho de que para 
nuestros compañeros de tarea que ayudan en el tema educativo que son los funcionarios administrativos, de 
limpieza o auxiliares de cocina, el sistema de jubilaciones no tiene bonificaciones. En el caso de los maestros, 
a partir de decretos presidenciales, tenemos bonificaciones en el sentido de que la edad no debe ser la real 
sino una ficta por la cual nos podemos jubilar. Esto lo hemos analizado en el colectivo y entendemos que hay 
situaciones mucho más graves dentro de la propia ANEP. 


SEÑOR PEREIRA.- Nosotros tenemos una posición única, que es el cambio de la ley. Admito que lo 
que dice el señor Diputado José Carlos Cardoso es cierto en el sentido de que es muy raro que un 
organismo de educación haga sugerencias sobre normas de seguridad social. En realidad la ANEP es la 
excepción a esa norma; en todos los demás organismos alguien se retira, se acoge a un sistema de 
incentivo, cobra durante cinco años no por parte del organismo de Seguridad Social sino por el que 
presta servicios la parte restante de su salario, es decir la que no logra percibir por el sistema 
jubilatorio. Las excepciones son los organismos del artículo 220 de la Constitución. 


Está claro que esto no soluciona el problema, porque si lo hiciera, nuestro movimiento sería: "Por favor, 
recojan el incentivo, fíjense si hay posibilidades de negociar con la ANEP si tiene iniciativa un sistema de 
seguridad social". Esto soluciona el problema por cinco años; luego, los trabajadores ya sea de la ANEP 
como de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Industria, Energía y Minería, etcétera vuelven a la 
situación jubilatoria anterior. Sabemos que esto no se va a resolver con un incentivo. Hay una iniciativa del 
CODICEN, pero la FUM no la defiende. 


SEÑOR BLASINA.- No es la primera vez que la Comisión da la bienvenida a la delegación que nos 
visita. 


Quiero referirme a algunos puntos en particular. En primer lugar, el problema de la Ley N* 16.713 está 
planteado de la siguiente manera. Se trata de avanzar este año en un debate se está tratando de formular de la 
forma más amplia posible a los efectos de generar insumos para que el próximo año se aborden reformas al 
actual sistema. Está implícito que no estamos hablando nunca se ha hecho de volver al Acto Institucional 
N? 9, Esas reformas que se comenzarían a implementar en 2008, no implican que algunos de los aspectos se 
adelanten. Voy a citar un ejemplo para ser bien claro. Actualmente el estudio se encuentra en una etapa 
avanzada; no me pregunten los tiempos porque no podría contestar. Uno de los aspectos que precisamente 
modificó la Ley N* 16.713 en el sentido de la causal jubilatoria de los trabajadores son los años de trabajo 
requeridos como años aportados y registrados en el Banco de Previsión Social. Es cierto que el Acto N* 9 
establecía treinta años a esos efectos y la ley N” 16.713 los aumenta a treinta y cinco. La iniciativa actual es 
de volver a los treinta, lo que puede ser aprobado antes de un estudio más minucioso de las modificaciones 
que a mi modo de ver según la fuerza política necesariamente deben introducirse en el sistema de seguridad 
social. 


En segundo término, en homenaje al señor Diputado invitado a esta Comisión, el proyecto que él presentó 
ingresó recientemente a la Comisión. El repartido está fechado en el mes de setiembre de 2006 pero, reitero, 
ingresó recientemente. Como usted sabe, señor Diputado, se puede indagar si el proyecto estuvo a estudio de 
otra Comisión. Pero yo he escuchado hablar de ese proyecto, aunque no estrictamente de su contenido; 
inclusive se trata de un proyecto sobre el que se hacían comentarios en varias partes del país. Es más: en 
diferentes visitas por el país, en reuniones a solicitud de los involucrados, en algunos lugares se mencionaba 
ese aspecto. Pero particularmente se mencionaba otro proyecto, que según he escuchado se atribuye al 
CODICEN, que ustedes describían, pero que no fue aceptado. La iniciativa fue de uno de los integrantes del 


CODICEN, pero no fue aceptado por el organismo, lo que coincide con la posición que manifiesta la 
delegación. 


Ustedes dicen que las respuestas que han recibido en las distintas instancias que han recorrido incluyendo la 
del Poder Ejecutivo fueron negativas. Yo haría una distinción, si es que interpreté bien lo que se dijo. Si la 
pregunta fuera si se piensa en volver al Acto N” 9, sin duda, la respuesta es negativa. Si la pregunta fuera si se 
piensa modificar el actual sistema, la respuesta es positiva. Nadie puede afirmar si lo dice, se equivoca a 
ningún nivel que no se está trabajando en ese sentido porque sencillamente no es cierto y porque el 
Presidente de la República ha definido que a fin de este año va a recibir los insumos provenientes de ese 
intercambio, a los efectos de que sea la base seguramente, me adelanto a decirlo, no lo conozco para crear 
una comisión que estudie esos insumos y que a partir de allí se elabore un proyecto global con 
modificaciones que, aun así, pueden implicar un cierto gradualismo en la efectivización de la reforma. 


En tercer lugar, como recién manifestaba, he hablado no solamente del interior sino básicamente de 
Montevideo, más allá de las reuniones formales. Si se quiere, lo he hecho con más intensidad en el período 
anterior, cuando se intentaba finalmente se logró modificar un precepto legal mal aplicado en el ámbito 
docente. Nos costó bastante trabajo luego implementar una ley interpretativa que en definitiva el Poder 
Ejecutivo de entonces vetó, pero la Asamblea General lo levantó por mayoría. Eso fue en el período anterior. 
En aquella oportunidad tuvimos innumerables contactos con delegaciones de todo el país; a veces hasta 
venían espontáneamente. 


SEÑORA CAPURRO.- A pesar de esa solución que se dio, quedan maestros en el camino. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero ser muy claro respecto al tema que han planteado en lo que tiene que ver 
con una reparación que evite estas situaciones que ahora, como ustedes dicen, se desencadenan en el 
mes de febrero del año próximo. Nosotros estamos dispuestos a discutir, tal como lo he dicho 
públicamente, y no lo estoy diciendo en este ámbito por primera vez. Lo he dicho ante delegaciones de 
maestras y maestros que nos han pedido conversar al respecto. Estamos abiertos a conversar para 
modificar esa disposición, solo que estamos abiertos a hacerlo en beneficio de una fórmula que tenga 
una viabilización rápida. Menciono esto pues no le sirve a nadie el hecho de que porque a alguien se le 
ocurra sin duda, tiene todo el derecho a hacerlo; aclaro que no me refiero a la iniciativa del Diputado 
José Carlos Cardoso presentar una iniciativa, se actúe en consecuencia. El problema se soluciona si hay 
voluntad de buscar consenso. En este sentido, hemos expresado en todos los ámbitos que estamos 
abiertos a discutir eventualidades, pero siempre es mejor un intercambio previo, inclusive, por una 
razón bastante lógica, pues si fuera así y de ese intercambio surgiera por lo menos un acuerdo en los 
lineamientos, eso ya daría más fuerza a la iniciativa. He señalado esto particularmente cuando esa 
propuesta que acabo de mencionar apareció en el seno del CODICEN. 


Se ha producido una omisión involuntaria desde la última reunión que mantuvimos, que fue en octubre de 
2006. Después tuve la intención de invitarlos y por equis circunstancia no pudieron concurrir. Pero esto no 
quiere decir que la consideración del asunto esté clausurada en la Comisión; de ninguna manera. Los 
compañeros de la Comisión opinarán al respecto. Estamos dispuestos a ayudar en los dos aspectos. 
Quisiéramos aproximar una fórmula con el mayor consenso posible, naturalmente en contacto con el Poder 
Ejecutivo que, en definitiva, es el que tiene iniciativa en esta materia. Quiero que quede claro que esta 
voluntad existe; ahora tenemos este proyecto, pero sea este u otro el propio Diputado José Carlos Cardoso 
manifiesta que no pretende que todo gire en torno a su propuesta se trata, sí, de buscar los aspectos que nos 
aproximen a una salida obviamente en el menor tiempo posible, pues ustedes mismos están marcando una 
realidad en cuanto a la situación, por lo menos de en un principio 1.300 o 1.400 maestros, sin mencionar los 
funcionarios en Primaria. 


Esto es lo que quería decir. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Estamos enfrentados a un planteamiento que es claro y atendible. En 
esto es muy importante sincerar la discusión; es bueno para todos, empezando para ustedes, saber con 
claridad dónde estamos parados, por lo menos en el punto de partida, no necesariamente para tomarlo 
como una situación irreversible o insoluble, pues yo creo que todos los problemas tienen solución, 
fundamentalmente, en la medida en que se procuren las voluntades políticas. 


Se ha dicho aquí que mantuvieron una reunión con el Vicepresidente de la República. Yo quisiera saber qué 
gestiones han hecho específicamente con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que, desde el punto de 
vista formal, es el que tiene la titularidad de la política en materia de seguridad social. Sin duda, el Banco de 
Previsión Social es muy importante, ya que administra la seguridad social, asesora al Poder Ejecutivo, pero 
no tiene iniciativa como tampoco la tenemos nosotros. Hago referencia al Ministerio no solo por la 
competencia jurídico formal sino además porque es este, como se sabe, el que está en el eje del debate 
nacional acerca de la seguridad social, el que está coordinando las instancias de diálogo respecto a las cuales, 
francamente digo, en materia de las expectativas que pueda generar ese diálogo o de las resultancias que 
puedan ocurrir una vez que el mismo culmine, yo por lo menos soy cauto, no digo pesimista pero sí cauto 
porque esto es lo que se debe ser, entre otras cosas, porque hasta ahora no estoy haciendo juicios de valor y 
mucho menos valoraciones de carácter político no ha habido modificaciones estructurales al sistema de 
seguridad social, por lo menos importantes; en fin, ha habido algunos ajustes pero desde el punto de vista 
estructural no ha habido cambios. Lo que el Gobierno, no ya en el marco del debate nacional acerca de 
seguridad social pero sí en el de los pronunciamientos públicos, las comparecencias ante esta Comisión del 
propio Ministro y Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, ha dicho con mayor énfasis es que solo es 
eso, la reducción de los años de servicio de treinta y cinco a treinta. Yo no he oído hablar hasta ahora no digo 
que no vaya a ocurrir; ojalá suceda- de modificar las tasas de reemplazo. Ahora lo que parecería más claro 
inclusive con relación a eso también hay anteproyectos del Banco de Previsión Social que fueron remitidos al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es que en lo que está más comprometido el Gobierno, en el sentido 
de procurar una solución porque la entiende justa y creo que lo es porque evidentemente ello conspira contra 
la posibilidad de que después la gente pueda jubilarse es en reducir los años de servicio. Todo lo demás, es 
todo lo demás. Entonces, la pregunta es la siguiente. Si eso llegara a concretarse además tampoco es una 
solución inminente; aquí se ha dicho por parte del Diputado Blasina y es así porque de ese modo se informó 
en la Comisión, esos insumos estarán a fin de año o a principios del que viene y en el correr de 2008 
eventualmente se remitirán proyectos al Parlamento. ¿Esto se soluciona simplemente reduciendo los años de 
servicio? Yo creo que ya sé la respuesta, pero hago la pregunta con el afán, reitero, de sincerar la discusión 
entre todos para, todos juntos, saber dónde estamos parados. Porque eventualmente podrá haber una solución 
transitoria en el CODICEN o no, porque ahora no me quedó muy claro si es propuesta del CODICEN o de 
alguno de sus integrantes pero en cuanto al fondo insisto en que se debe hablar con quien corresponde que, en 
este caso, es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Naturalmente en la interna del Poder Ejecutivo se 
tendrán que hacer consultas con el Ministerio de Economía y Finanzas porque todo esto tiene costo y habrá 
que financiarlo, como aquí se señaló y es verdad, pero desde el punto de vista objetivo es quien concentra la 
titularidad de la política en materia de seguridad social. Y yo tengo para mí no lo digo como legislador de la 
oposición, sino con absoluta objetividad porque estas cuestiones no se arreglan con voluntarismo— que hasta 
ahora el Gobierno ha hablado de organizar un debate, eventualmente de introducir modificaciones el próximo 
año, pero lo único concreto es que por lo menos es la conclusión que yo extraigo— el Gobierno ha resuelto 
promover la reducción de los años de servicio en principio. Capaz que modifica las tasas de reemplazo; no ha 
habido la más mínima insinuación y, tal vez, el Gobierno haya sido prudente o moderado en ese sentido. No 
digo que no sea así, pero reitero: no tengo más remedio que ser cauto. 


Entonces, la pregunta concreta es esa. Creo que con esto no se soluciona el problema, pero me gustaría que 
ustedes lo dijeran, fundamentalmente, para ver si podemos canalizar esto por donde corresponde. Yo creo que 
hay que hablar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en particular con el doctor Bruni que en la 
distribución interna de competencias es quien administra o maneja, en primera instancia por lo menos, los 
temas de seguridad social; y quizás en eso la Comisión pueda, como aquí se dijo y es verdad, realizar alguna 
gestión de buenos oficios. Con franqueza digo que no quiero trasmitir una visión pesimista pero sí digo que 
por lo menos en lo inmediato y en función de los tiempos y de la urgencia que se trasmite, no avizoro 
soluciones fáciles. Reitero: no es por ser negativo; simplemente trato de trasmitir mi visión realista tal como 
la experimento. 


SEÑORA IGLESIAS.- Justamente iba a realizar una precisión en el sentido que se acaba de plantear el 
señor Diputado. En cuanto a las modificaciones al sistema actual, si simplemente se trata de un cambio 
en los años, indudablemente, la situación no se soluciona. He oído hablar solamente de una 
modificación en los años, lo que nos ha preocupado mayormente, porque si no se modifican los 
porcentajes, la situación no sólo no se soluciona sino que, además, empeora. Yo supongo que no se 
estaría planteando solamente un aspecto de años de servicio. Imaginen ustedes lo que significaría en 
lugar de treinta y cinco años de servicio ahora, treinta y con el 50%. Podría ser un factor de 
preocupación o agravamiento de la situación mucho mayor aún. Creo que no ha de ser eso solamente lo 


que se esté pensando en discutir porque sería un poco fuera de lugar. Sí es verdad que es lo único que 
se ha explicitado. 


Nuestra preocupación central tiene que ver con los promedios. 


En relación con la iniciativa del CODICEN, debemos señalar que no recibió el respaldo mayoritario del 
Consejo Directivo Central. Todos quienes estuvimos haciendo uso de la palabra fuimos claros al señalar que 
tampoco la Federación la prioriza en primer ni en segundo lugar, puesto que lo que hace es aplazar una 
situación con mayores dificultades dentro de cinco años, que es lo que se establece actualmente, aunque la 
disposición de febrero de 2008 diera solución transitoria. 


Por otra parte, se mencionó que conversando con maestros particularmente se hacía más referencia al 
proyecto del CODICEN que al del señor Diputado José Carlos Cardoso. De pronto es por su propia difusión 
y, además, por la consideración de lo que puede ser más posible o fácil. También hay una percepción respecto 
a las dificultades en iniciativas inmediatas del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MACEDO.- En cuanto a hacia dónde hemos apuntado con respecto a este asunto, debemos 
decir que estuvimos realizando entrevistas con el doctor Gonzalo Fernández y, particularmente con el 
Poder Ejecutivo, hemos recurrido al Ministerio de Educación y Cultura en virtud de la injerencia de 
cómo esto afecta en el sistema educativo. De alguna forma la denuncia se ha basado en que el sistema 
que hoy tenemos está trayendo dificultades en lo que hace a la calidad. Además, en la denuncia 
realizada al Ministerio de Educación y Cultura se refleja una preocupación a los efectos de generar un 
espacio de modificación, pero no se descarta al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sino que se 
hace algo muy específico en lo que refiere al tema educativo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero hacer dos o tres comentarios ya que se habla de 
sinceramiento. 


En primer lugar, cualquier modificación del sistema jubilatorio tiene costo; no existen modificaciones del 
sistema jubilatorio que beneficie a aquel que se incorpora y que no tenga aumento en los costos. Es obvio que 
si se reducen los años y se mejora la tasa de reemplazo, todo esto tiene una estructura de costos, y hay que 
analizarlo. Lo que buscaba la ley del año 1996 era, precisamente, aliviar los costos de la seguridad social, y 
fue un retroceso en materia de ingresos directos; esto es clarísimo. Si los uruguayos viviéramos hasta los 
ciento treinta años alguien estaría hablando de jubilarse a los cien, porque si no el sistema no funcionaría. Por 
supuesto que hay costos, y hay que analizarlos: de dónde salen, si de los sectores aportantes, etcétera. En ese 
sentido, hay mucha tarea concluida. En este Período parlamentario nosotros votamos incorporar al sistema 
jubilatorio a algunas personas, y lo hicimos todos los partidos políticos, pero no se discutieron los costos. 
Obviamente que sabíamos que íbamos a jubilar a tres, cuatro o cinco mil personas que nunca habían aportado 
y, por supuesto que iba a haber costos. Sin embargo, no se exigió al votar la ley que se introdujera un artículo 
que dijera de dónde iban a salir los costos. ¿Quién pagó esas jubilaciones? El Estado en su conjunto. 


El proyecto que nosotros presentamos es técnico y no político. Tan técnico es, y los maestros lo saben, que yo 
he salido a recorrer el país y a hablar con los maestros que lo elaboraron que hoy son asesores míos, pero 
funcionarios históricos de los servicios jubilatorios del Consejo de Educación Primaria. 


Lo que básicamente plantea ese proyecto es una restitución a una tasa de reemplazo similar a la que tenía 
antes del año 1996; por esta razón, los maestros hablan del Acto Institucional. Aquella tasa de reemplazo 
tenía una búsqueda o un equilibrio que efectivamente la ley de 1996 rompió, que estaba vinculada a una 
salida anticipada del trabajo. No estamos hablando de un trabajador cualquiera sino de un trabajador que 
tiene que dejar antes su trabajo, no porque no esté en condiciones personales, físicas o de salud adecuadas 
sino porque las condiciones de su trabajo así lo exigen. Por ejemplo, un maestro no puede estar en el aula 
hasta los sesenta años; esto está claro, lo sabemos todos los maestros. No se puede estar en el aula; se podrá 
estar en otro lado, pero no en el aula. Entonces, ahí hay una referencia no solo a la condición del trabajador 
sino del servicio que presta. Por esta razón, recién se hablaba de la calidad del servicio, cuando se discutía el 
sistema jubilatorio. Las bonificaciones que teníamos los maestros antes del año 1996 lo de "teníamos" fue un 
lapsus; está claro que no me voy a jubilar como maestro estaban vinculadas no solo al sistema jubilatorio sino 
al servicio que se presta. Y esta asociación no se puede romper en una discusión de estas características. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero hacer un par de puntualizaciones. 


En primer lugar, quiero hacer una distinción entre lo que significan las reformas al sistema de Seguridad 
Social y las cuestiones parciales que abarcan a determinados sectores, de tal o cual naturaleza que ahora no 
importa describirlas porque hubo modificaciones que fueron tratadas por esta Comisión, que beneficiaron a 
algunos sectores. En esta parte del problema que también es importante se han llevado adelante una serie de 
iniciativas, que ahora no voy a describir, pero que están a vuestra disposición si así lo requieren. 


La otra parte corresponde a la reforma general del sistema. 


Cuando se habló de pasar de los treinta y cinco años de servicio a los treinta años vuelvo a aclararlo por si no 
quedó claro en mi primera intervención debo decir que no necesariamente está vinculado con los tiempos que 
yo luego menciono en cuanto a un proceso gradual de reformas a partir del año 2008, ni ese ni otros temas 
generales y urgentes que puedan aparecer. ¿Está claro? 


Sin entrar ahora a hacer una valoración exhaustiva de los contenidos de la reforma de 1996, queda claro que 
notoriamente rebaja beneficios, a pesar de que en el marco del debate que se dio en aquel entonces, quedó un 
poco diluida frente al otro aspecto, que fue el que se discutió más y tenía que ver con la introducción de las 
cuentas de capitalización individual, las llamadas AFAP. Pero es cierto que implicó una rebaja notoria en los 
beneficios. 


Hay un tercer aspecto que quiero señalar y que refiere al tema de bajar de treinta y cinco años de servicio a 
treinta años como una cuestión prioritaria. Uno podría decir: "Y sí, es una larga reivindicación que se viene 
planteando". Sí, eso es cierto. Pero este asunto en los últimos tiempos se ha visto tremendamente agravado a 
partir, entre otras cosas, de un estudio efectuado por la Universidad de la República que estima que con esa 
exigencia de causal, dentro de poco tiempo, solo se podrían jubilar el 15% de los trabajadores uruguayos. 
Todos nos imaginamos las razones que explican este estudio muy serio de la Universidad si nos retrotraemos 
a épocas anteriores en cuanto a distorsión, desestructuración y discontinuidad del mercado de trabajo. Para 
traducirlo en términos más concretos, hay casos de personas que para llegar a treinta y cinco años de trabajo 
tendrían que trabajar hasta los setenta y pico. Entonces, este estudio que es prácticamente reciente de la 
Universidad es el que le ha puesto más importancia al tema, pero lo ha colocado en una forma mucho más 
candente que la que estaba. Fíjense la situación que se plantea en un marco general con esa traba y con ese 
pronóstico que hace la Universidad, que se ubica en la situación que se puede generar. Eso es lo que explica 
esto, pero insisto en lo siguiente. No es que se esté planteando que todas las reformas al sistema general se 
van a hacer en 2008; no es eso. Las reformas al sistema general, insisto, seguramente tendrán su gradualismo 
y van a ser en ese tiempo, pero eso no quiere decir que como este ejemplo de bajar la causal, pueda haber 
otras circunstancias que deban considerarse de manera anterior a ese tiempo mencionado. 


SEÑOR PEREIRA.- En este caso, nosotros venimos exclusivamente en representación de la Federación 
de Magisterio. Nosotros estamos convencidos que bajar de treinta y cinco a treinta años es un avance 
sustancial en materia de seguridad social, salvo para Magisterio y funcionarios no docentes, porque 
esto agranda la agonía, es decir que el trabajador se va antes de su tarea, tiene la misma tasa de 
reemplazo y vive cinco años más con dicha tasa o, de lo contrario, opta por lo que va a elegir el 99%: 
quedarse hasta el máximo que pueda. Entonces, una solución que en general cualquiera de nosotros 
puede ver como positiva, para el caso que venimos a plantear no tiene incidencia: es nula. Sería todo lo 
contrario al incentivo. El incentivo estira la agonía, porque te da cinco años más de oxígeno. 
¿Soluciona el problema? No; estira cinco años más el problema. De todas maneras, aclaro que esto no 
fue aprobado por el CODICEN. Fue la propuesta de un Consejero que no fue aprobada por el 
CODICEN ni por la FUM. 


Insisto: en términos generales, lo que hace es alargar la agonía. Alguien se jubila a los sesenta años y hasta 
los sesenta y cinco va a tener una tasa de reemplazo mayor que la que después le dará el Instituto de 
Previsión Social. Entonces, estamos en una discusión de fondo que es cuáles son los cambios a la ley que 
posibiliten que el maestro y el funcionario no se vayan en el límite de su vida. El funcionario no docente está 
esperando a los setenta años para ver si el organismo le da un año más para quedarse hasta los setenta y uno. 
Si le dan una segunda prórroga, se queda hasta los setenta y dos, y probablemente se muera dentro del lugar 
de trabajo. Esta es la situación. Es menos dramática que algunas y es más dramática que otras, pero venimos 
a defender una modificación de la ley, que no importa qué nombre tiene, quién lo haga, ni donde se busquen 


los consensos. Venimos al Parlamento porque estamos convencidos de que es un instrumento idóneo de 
generar política. Sabemos que tiene que haber una iniciativa del Poder Ejecutivo. Posiblemente tenga que ser 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero también tiene que recoger un amplio abanico de opiniones 
del partido de Gobierno, de los partidos de oposición, de la sociedad y del propio Presidente de la República, 
por lo que estamos recorriendo todo: Vicepresidente de la República, Secretaría General de la Presidencia, 
Parlamento, y seguramente vamos a llegar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y, si podemos, al 
Presidente de la República, siempre en los límites de las posibilidades. 


SEÑORA CAPURRO.- En su primera intervención, creo que el señor Diputado Blasina habló de 
avanzar en un debate a los efectos de generar insumos para llegar a 2008 habiendo hecho 
modificaciones de fondo. 


SEÑOR BLASINA.- Es así. 
SEÑORA CAPURRO.- Mi pregunta es en qué ámbito se está dando ese debate. 


SEÑOR BLASINA.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con la apoyatura de organismos 
internacionales, ya ha lanzado este debate, que está en curso; ya se han abarcado tres o cuatro puntos 
particularmente importantes que no vamos a describir ahora y está abierto a la participación de todos 
los actores sociales y políticos que quieran hacerlo. 


Reitero porque no había quedado claro que el tema es, como punto primordial para reformar este sistema de 
seguridad social o cualquier otro en el mundo, generar los ámbitos previos de intercambio, cosa que no 
sucedió con la Ley_N* 16.713, a los efectos de llegar a un estudio profundo, tal vez luego en la práctica 
expresado de una manera gradual, pero con ese intercambio previo. Esa es la intención. Eso no quita que 
haya cuestiones que tengamos que ver. 


Recientemente hemos visto algunos aspectos relativos a reparaciones, por ejemplo, sin ir a lo concreto de 
algunas leyes que se plantearon, de las que luego algunos actores, por algunas razones, quedaron excluidos. 
Eso lo atendimos y está en curso, aprobado por minuta. No voy a hacer un misterio de esto. Me estoy 
refiriendo a la Ley N” 18.033 y a una minuta de comunicación que amplía esa cobertura a los ex trabajadores 
del diario "El Popular" y de otros periódicos algunos del interior y, además, a los funcionarios de todas las 
organizaciones políticas que fueron ilegalizadas por esa disposición. Cito esto a título de ejemplo. Hay 
muchas cosas que hemos resuelto y muchas otras que están en curso de consulta. 


SEÑORA CAPURRO.- Me quedó claro, gracias. 


SEÑOR PEREIRA.- Si terminamos con el tema jubilaciones, quisiera comentar un aporte que hicimos 
en la entrevista con el Vicepresidente de la República. 


SEÑORA CAPURRO.- Quisiera reiterar la preocupación de veintiún mil trabajadores dependientes 
del Consejo de Educación Primaria. Si agregamos al resto de la ANEP, estamos hablando de cincuenta 
y cinco mil y un alto porcentaje de ellos solo en Primaria hay un 60% va camino a este impacto de la 
ley. Por eso dije al principio que estábamos preocupados por la modificación de la ley, pero también en 
lo que hace a qué respondemos nosotros en lo inmediato a los compañeros, que a partir de febrero 
serán más y luego más, si no se llega a tiempo en ese gradualismo de modificación. Es decir que vamos 
a tener una franja de trabajadores sumamente perjudicados, salvo que se les tenga en cuenta después, 
con retroactividad. Pero mientras tanto sabemos que hay un grupo importante de maestros y 
trabajadores de Educación Primaria que quedan con un 50% de su salario y esto trae consecuencias 
que no vamos a enumerar porque todos sabemos de qué estamos hablando. 


SEÑOR MACEDO.- Voy a ser muy breve. 


En oportunidad de la entrevista con el Vicepresidente de la República, le planteamos una situación que tiene 
que ver con el tema de la cuota mutual para familiares de policías y militares que hoy no tienen cobertura en 


virtud de que el Hospital Militar y el Hospital Policial brindan esa cobertura tanto al Ministerio del Interior 
como al Ministerio de Defensa Nacional. 


Acá estamos planteando una situación que ha sido denunciada por la Federación y a través de los compañeros 
y es la de aquellos familiares de policías y militares que trabajan y viven en el interior y cuya cobertura en 
salud no es tal. Voy a dar solo un ejemplo. El Ministerio del Interior le paga la cuota mutual a los 
funcionarios. Por lo tanto, si se la paga al funcionario policial, de hecho está reconociendo que en el interior 
del país la cobertura del Hospital Policial no es la correcta y da esa otra solución. En ese marco, desde la 
Federación hemos reclamado la cobertura de los familiares de policías y militares que viven y trabajan en el 
interior del país. Esta es una solución que es parcial en virtud de que la situación de otro grupo de personas 
que no tenían derecho a la cuota mutual se solucionó a partir de una resolución del CODICEN y es la de 
aquellos funcionarios que, perteneciendo a un organismo, no desempeñan funciones en él. Estamos hablando 
de los pases en comisión. Eso fue solucionado por una resolución del CODICEN. Esto ya se lo trasmitimos al 
Vicepresidente y estamos denunciando la situación que nos parece injusta y que en el caso de Primaria abarca 
a un grupo de entre trescientas y cuatrocientas personas. Lo que planteamos refiere a funcionarios que 
trabajan y viven en el interior del país. 


Nos afirmamos en algo que está clarísimo y es que el Ministerio del Interior paga FEMI al funcionario. Está 
reconociendo de hecho que no hay una asistencia integral en el interior del país. 


Por lo tanto, reclamamos que a estos familiares de policías y militares también se les reconozca esto a efectos 
de cubrirles la cuota mutual. Lo que tenemos claro es que el dinero dispuesto para la cuota mutual alcanzaría 
para cubrir a este grupo de personas. 


Reconociendo las autonomías de los entes, planteamos nuestra preocupación al Parlamento a fin de que se 
haga eco en este sentido y se genere algún contacto con el CODICEN para solucionar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se refiere a policías pasados en comisión? 


SEÑOR MACEDO.- No, son familiares de policías y militares que hoy no tienen derecho a cuota 
mutual porque tienen el servicio del Hospital Militar y del Hospital Policial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por parte de Salud Pública se ha dispuesto que tanto para funcionarios 
policiales como militares, donde no hay cobertura del Hospital Militar y del Hospital Policial, 
automáticamente tienen el beneficio de atenderse en la Salud Pública. Lo que tienen que hacer es 
acogerse a ese beneficio, salvo que haya una omisión y no se les esté entregando el carné de asistencia. 


SEÑOR MACEDO.- Esto se da. No estamos diciendo que no esté la cobertura a nivel de Salud Pública. 
Lo que estamos diciendo es que el Ministerio del Interior incurre en pagar dos veces lo mismo porque 
paga la cuota a FEMI de todos los funcionarios que viven en el interior. Por lo tanto es el propio 
Ministerio el que reconoce que no da cobertura integral de salud y para eso soluciona el problema 
pagando la cuota mutual al policía, al comisario, etcétera. Esto no ocurre con los familiares, que en el 
caso de la cuota mutual de Primaria tendrían derecho si se solucionara este tema. 


Por otra parte se solucionó parcialmente el tema de aquellos funcionarios que pertenecen al organismo, pero 
no desempeñan funciones en él. A partir de una resolución del doctor Yarzabal, del CODICEN, se les otorgó 
el derecho a la cuota mutual, cosa que no tenían. Como el Parlamento tiene muchos pases en comisión, 
seguramente legisladores de todos los partidos tuvieron que ver con esta resolución que atañe a los 
funcionarios que están en comisión. Estoy casi seguro de que esto fue comunicado al CODICEN para que se 
diera solución a este grupo de compañeros. 


Nosotros entendemos que los familiares de policías y militares que trabajan y viven en el interior del país 
tienen derecho a la cuota mutual porque no está garantizada la asistencia integral ni por el Hospital Militar ni 
por el Policial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esos casos el que cubre es el hospital de Salud Pública. Hay un convenio 
en ese sentido. 


SEÑOR PEREIRA.- Hay un beneficio conquistado por el sindicato para maestros y funcionarios, que 
es tener cuota mutual. 


A estos funcionarios no se les da porque tienen atención en el Hospital Militar o en el Hospital Policial por 
ser esposo o esposa de policía y militar. Nosotros decimos que su primer derecho es como maestro y no como 
esposo de alguien. Entonces, lo que estamos pidiendo es que se le dé el derecho de tener la cuota mutual 
donde no hay asistencia integral de salud, que es en todo el interior del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de los familiares que son funcionarios docentes. Ahora 
entendí. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


